P R O Y E C T O    D E    L E Y
El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sanciona con fuerza de 
L E Y 
Artículo 1: El Estado Provincial garantiza el derecho fundamental a la libertad de culto, reconocido expresamente por la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y la Constitución de la Nación Argentina.-
Artículo 2: Créase el Registro Provincial de Cultos mediante el cual se reconocerán las entidades religiosas que ejerzan sus actividades en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, conforme a las pautas de la reglamentación de la presente.-
Artículo 3: La inscripción en el Registro Provincial de Cultos será voluntaria u optativa. La falta de inscripción no constituirá un impedimento al funcionamiento de la entidad en el marco de la libertad de asociación.-

Artículo 4: Las entidades religiosas que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren inscriptas en el Registro Nacional de Cultos y que desarrollen sus actividades en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires tendrán un plazo de un (1) año para adecuarse a las disposiciones establecidas en la presente y su reglamentación.-
Artículo 5: Se procederá a la denegación de la inscripción al Registro Provincial de Cultos o  la cancelación si la misma hubiere sido acordada en los siguientes casos:
a) Cuando mediare incumplimiento de las disposiciones de la presente ley y su reglamentación.-
b) Cuando se hubiere comprobado que los principios y/o propósitos que dieron origen a la constitución de la entidad o de la actividad que ejerce, resultaren lesivas al orden público, la moral y las buenas costumbres.-
Artículo 6: La autoridad de aplicación que disponga el Poder Ejecutivo procederá a establecer las condiciones y recaudos que deberán cumplir las entidades religiosas para ser inscriptas en el Registro Provincial de Cultos creados por el artículo 2 de la presente.-

Artículo 7: La Dirección Provincial de Persona Jurídica deberá comunicar a la autoridad de aplicación acerca de todo trámite de constitución de entidades que incluyan dentro de su objeto social la prédica, adoctrinamiento o cualquier otra actividad referida a profesar un culto determinado.-
Artículo 8: La Dirección Provincial de Persona Jurídica no podrá emitir el acto administrativo que reconozca la existencia de las entidades previstas en el artículo anterior si las mismas no cuentan con el certificado de inscripción en el Registro Provincial de Cultos debidamente expedido por la autoridad de aplicación.-
Artículo 9:  Las entidades religiosas inscriptas en el Registro Provincial de Cultos gozarán de las exenciones previstas en el Código Fiscal (Ley 10.397 y sus modificatorias), como así también de cualquier tipo de subsidio o aporte económico por parte del Estado Provincial.-

Artículo 10: Será requisito indispensable contar con el certificado de inscripción en el Registro creado por la presente ley, para que las entidades religiosas puedan realizar cualquier actividad en organizaciones que dependan o reciban aportes del Estado Provincial.-
Artículo 11: El Estado Provincial proveerá a la difusión, defensa y garantía del respeto al derecho de la libertad de culto, propiciando los actos conducentes a tal fin.-

Artículo 12: La Iglesia Católica Apostólica Romana mantiene en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires el reconocimiento de su persona jurídica pública otorgada por el Código Civil Argentino, no siéndole aplicable las disposiciones de la presente ley.-

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS 
Desde los primeros días de la independencia podía advertirse que la semilla de la libertad habría de dar sus frutos. Las ideas republicanas y progresistas comenzaron a florecer aún en el suelo de esta patria vasta y despoblada. Como recuerda Ringler, “el principio de profesar libremente otros cultos distintos al de la religión católica apostólica romana tiene como antecedente la abolición de la Inquisición para las Provincias Unidas del Rio de la Plata por parte de la Asamblea General Constituyente del año 1813” (“Historia y Memoria de un judío argentino, Mario Ringler, CALIR, 2003).

 En el fragor de las guerras civiles, una nueva generación se preparaba para sacar al país del desorden y crear una nueva constitución. En los primeros meses de 1837, Marcos Sastre fundó el Salón Literario, junto a Juan Bautista Alberdi y Juan María Gutierrez, en donde se destacó Esteban Echeverría. Fue tan significativo el aporte de estos hombres que esa fecha dio nombre a una generación entera de grandes dirigentes, la “Generación del 37”, que 15 años después estaría gobernando el país.

En julio de 1838 fundaron la Joven Argentina -más adelante llamada Asociación de Mayo- que adoptó formalmente la Creencia, que subrayaba las quince Palabras simbólicas de la fe de la Joven Generación. Echeverría fue su autor principal. En 1846, luego de algunas revisiones lo publicaría como un ensayo de 86 páginas bajo el título de “El Dogma Socialista”. Allí ya se podía leer:

“Si la libertad de conciencia es un derecho del individuo, la libertad de cultos es un derecho de las comunidades religiosas”.

“Reconocida la libertad de conciencia, sería contradictorio no reconocer también la libertad de cultos, la cual no es otra cosa que la aplicación inmediata de aquella”.

“La profesión de las creencias y los cultos sólo serán libres, cuando no se ponga obstáculo alguno a la predicación de la doctrina de las primeras, ni a la práctica de los segundos, y cuando los individuos de cualquier comunión religiosa sean iguales en derechos civiles y políticos a los demás ciudadanos”.

Cabe destacar que Esteban Echeverría no renegaba de su religión católica, tanto que lo extractado pertenece a la sexta palabra simbólica: “Dios, Centro y Periferia de Nuestra Creencia Religiosa; El Cristianismo. Su Ley.”

El dogma socialista fue lectura obligada para los intelectuales rioplatenses. Su influencia fue decisiva en la religiosidad liberal.

Si Echeverría acentuó la importancia de la libertad de conciencia y de culto, Alberdi señaló la necesidad ineludible de lograr el progreso y allanar el camino de quienes debían venir de Europa a poblar nuestro inmenso territorio. En el capítulo XXXI de las Bases, Alberdi afirma. “Educando nuestras masas, tendremos orden, teniendo orden vendrá la población de fuera (…) El dilema es fatal: o exclusivamente católica y despoblada, o poblada y próspera, y tolerante en materia de religión”. Asimismo, en su proyecto de Constitución, Alberdi resumía su pensamiento sobre lo religioso en el art.3: “La Confederación adopta y sostiene el culto católico y garantiza la libertad de los demás”.

El germen de la libertad religiosa ya estaba en el aire. Si bien ya existía un antecedente (el Tratado de 1825 que garantizaba el libre ejercicio de su culto a los súbditos británicos) la diversidad religiosa no dejaba de ser una mera hipótesis en el uniforme mapa religioso de la América hispana. 
Pero imbuido del espíritu alberdiano, el Congreso Constituyente de 1853 dedicó siete de las trece sesiones a la materia religiosa. El problema de la libertad de cultos prácticamente no existía: hasta entonces sólo vivían católicos en el país, salvo algunos protestantes ingleses o alemanes. Pero en cuanto surgió el tema de la inmigración se hizo evidente que era algo imprescindible para lograr que gente de otros países y diversos credos viniera a poblar y a trabajar. Así lo comprendieron representantes del propio clero católico, como el congresal y sacerdote santiagueño Benjamín J. Lavaisse, quien al tratarse la libertad de cultos, manifestó que votaría afirmativamente “porque es precepto de caridad evangélica dar hospitalidad a nuestros prójimos”. (Citado por David Peña en “La materia religiosa en la política argentina”, 1960).

Finalmente, el 9 de julio de 1853 se prestó juramento a la nueva Constitución, que en su artículo 14º garantizaba a todos los habitantes de la Nación gozar del derecho de profesar libremente el culto. Como cuentan numerosos historiadores, ese día, desde el púlpito de la iglesia de Catamarca, el joven franciscano Fray Mamerto Esquiú, a pesar de sus reparos doctrinales al paquete de reformas y conocedor de la perplejidad que había suscitado en las provincias, exhortó: “Sosegaos, católicos, obedeced, someteos”, “La religión (…) jamás ha explotado a favor suyo ni la rebelión ni la anarquía”.  Esquiú pasó a la historia como el orador de la constitución. 

A fin de cuentas, la Constitución Nacional de 1853 si bien invoca la protección de Dios, no sólo estableció la libertad de culto, sino que la religión católica dejó de ser la religión del Estado para convertirse en el culto sostenido por el Gobierno Federal, aspecto fundamental para la Iglesia Argentina de aquella época que debía sostener escuelas, hospitales, templos, monasterios y congregaciones religiosas. Aunque como dijera más adelante José Manuel Estrada, esto la comprometía con el poder civil y ponía trabas a su independencia “oprimiendo a la Iglesia y menoscabando su libertad”. (“¿Como Dios Manda?”, Lucía Gálvez, Grupo Editorial Norma, 2006)

El proceso de secularización en nuestro país fue gradual, se fue afianzando la idea del Estado Laico no como una negación de lo religioso, sino como la autonomía del Estado y de la independencia de éste, de la fe de los ciudadanos. En la Argentina, como apunta Pasquali a propósito de la modernizadora gestión de Nicasio Oroño en la provincia de Santa Fe, “… la década del 60 fue la precursora del avance del pensamiento y las instituciones liberales, que tuvo su arremetida final y victoriosa en el 80” (“La Instauración Liberal”, Patricia Pasquali, 1ª ed. Buenos Aires, Planeta, 2003).

Figura prolífica de la “Generación del 80” fue el dos veces presidente de la Nación Julio Argentino Roca, quien fue el realizador de muchos proyectos de Sarmiento. Al decir de Sebreli, “… la secularización de la sociedad era presupuesto indispensable para la modernización y ésta fue obra de Roca (…) El matrimonio civil, la sustitución de los registros parroquiales por el registro civil y en especial la enseñanza laica, instrumentada con la ley 1420 (…) parecen hoy medidas triviales, pero ubicadas en la época fueron de tal trascendencia que provocaron el conflicto con la Iglesia …” (“Crítica de las ideas políticas Argentinas”, Juan José Sebreli, 3ª ed. Buenos Aires, Sudamericana, 2003).

Los primeros enfrentamientos entre laicistas y clericales habían empezado con el congreso pedagógico sudamericano reunido en Buenos Aires en 1882 y siguió en la Cámara de Diputados al iniciarse el año 1883 con el debate de la ley de educación común. Decía Mitre desde las páginas del Diario La Nación que “el Estado no tiene el derecho de imponer la religión a todos, desde que hay un gran numero de habitantes que tienen otros dogmas, otras creencias que la Constitución manda respetar, colocándolas bajo su salvaguardia”. (La Nación, 5 de julio de 1883, citado por Lucía Gálvez, ob.cit.)

Finalmente, en 1884 con la aprobación de la Ley 1420, de enseñanza laica, gratuita y obligatoria, culminó la discusión iniciada en el Congreso Pedagógico. Al finalizar la primera presidencia de Roca, los alumnos de la escuela primaria habían aumentado de 85.000 a casi 200.000 (cfr. “Soy Roca”, Félix Luna, Ed. Sudamericana, 1989).

La prosperidad de entonces y las políticas de fomento a la inmigración plasmadas en la Constitución Nacional y más específicamente en la tercera ley de inmigración, conocida como la Ley Avellaneda de Inmigración y Colonización, que lleva el número 817, la que no preveía ningún requisito religioso, fueron el campo propicio para una nueva generación de argentinos de origen extranjero; en su gran mayoría ciudadanos que huían de las crisis sociales y económicas de sus naciones de origen; otros, de los estados de guerra y persecución religiosa.

No resultó extraño que algunos inmigrantes católicos eligieran estas tierras por representar una nación libre con una historia varias veces centenaria de raigambre católica, ya que nuestro origen colonial así lo indica, pero fue la misma inmigración la que trajo un amplio espectro de religiones que convivieron en paz, tolerancia y aceptación. Aunque luego hayan existido algunos hechos aislados de fanatismo, en ningún caso se correspondieron con la idiosincrasia de nuestro pueblo.

A nivel mundial, la actitud de la Iglesia Católica con respecto a otros credos pasó de la “tolerancia” (principio del mal menor) a la “libertad”. La cúspide de dicha doctrina se alcanzó con la “Declaración sobre la Libertad Religiosa”, emanada del Concilio Vaticano II, en 1965. Pero la evolución en el magisterio había empezado antes. Como bien señala Bosca, “a las puertas del Concilio Vaticano II, [la encíclica] Pacem in Terris, permitió entonces madurar un clima (…) y de este modo preparar el terreno para que el Concilio estuviera en condiciones de alumbrar esa nueva sensibilidad. Ese cambio se expresaría en un documento verdaderamente liminar, en tanto representa un punto de inflexión en el itinerario histórico de esa cuestión…” (“La Libertad Religiosa en el Magisterio de la Iglesia Católica”, Roberto Bosca, CALIR, 2003).

El Concilio declaró que la libertad religiosa es un derecho de la persona que tiene su fundamento en su dignidad de tal, y que por lo tanto, se posee independientemente de la verdad o el error en que la misma pueda encontrarse, aún de mala fe. Como señala Bosca, “la libertad religiosa de la que nos habla Juan XXIII y después de él el Concilio, no es un concepto católico o propio de un ámbito religioso, sino que es independiente de todo planteo confesional” (Roberto Bosca, ob. cit.)

Ante lo expuesto, es lógico que no hayan sorprendido las novedades provenientes desde la Santa Sede sobre la no ingerencia de ésta en el desarrollo político de los estados (Libertas Ecclesiae), más precisamente luego del Concilio Vaticano II celebrado desde 1962 hasta 1965, donde la Iglesia abandonó la defensa de la confesionalidad de los estado y fijó los ejes de la relación en el reconocimiento de la recíproca autonomía o independencia entre Iglesia y Estado, sin perjuicio de una sana colaboración con atención a las circunstancias de lugares y tiempos, expresando su disposición a renunciar, incluso, a privilegios legítimamente adquiridos de parte del poder civil.

Durante los años conciliares y los subsiguientes, Pablo VI profundizaría el eje Juan XXIII-Concilio con una sensibilidad propia, cultivada en el diálogo interreligioso, el ecumenismo y los derechos de la persona.

Por aquellos años otras iglesias ratificaban sus posturas tradicionales a favor de la libertad religiosa. Es el caso de los Bautistas, que en ocasión del "XIII Congreso Mundial de la Alianza Mundial Bautista", celebrado en Julio de 1975 en Estocolmo, Suecia, declaraba: “Ningún hombre, gobierno o institución religiosa, social o económica, tiene el derecho de dictaminar como una persona debe adorar a Dios, o si debe adorarlo o no. Por consiguiente, ninguna autoridad civil tiene el derecho de dictar una ley, decreto o reglamento respecto al establecimiento de una religión o que afecte su libre ejercicio. Las iglesias del Estado y los estados-iglesias están directamente en conflicto con el principio de la libertad. Una iglesia libre, en un Estado libre, cada cual contribuyendo libremente y en forma útil a la esfera legítima y a las funciones del otro, es el ideal, pero no con dependencia financiera del uno sobre el otro. Ningún estado puede, con derecho, preferir o favorecer una forma de religión sobre las otras.” (citado por Raúl Scialabba en “Los Bautistas y la libertad religiosa”, CALIR 2003).

A partir de octubre de 1978, con el papado de Juan Pablo II comienza una etapa renovada de fraterno encuentro de la Iglesia Católica con otras religiones. En su primera encíclica, “Redemptor Hominis”, del 4 de marzo de 1979, el Papa afirma que “… la limitación de la libertad religiosa de las personas o de las comunidades no es solo una experiencia dolorosa, sino que ofende sobre todo a la dignidad misma del hombre, independientemente de la religión profesada o de la concepción que ellas tengan del mundo. La limitación de la libertad religiosa y su violación contrastan con la dignidad del hombre y con sus derechos subjetivos”.

Corresponde plenamente a esta vocación misionera de la Iglesia la tarea del diálogo interreligioso. Las imágenes de Juan Pablo II en la Sinagoga de Roma, o las de Asís y en el Patio de la Gran Mezquita de Omayade de Damasco han dado la vuelta al mundo y permanecerán en las páginas de la historia contemporánea. Además de la significativa encíclica “Ut unum sint”, del 25 de mayo de 1995, se recuerdan los encuentros ecuménicos en los cuales el Papa ha deseado participar personalmente, así como las celebraciones comunes con ocasión del Gran Jubileo. 

De conformidad con la evolución observada en la doctrina católica, en nuestro país avanzaban proyectos de reforma constitucional que buscaban remover ciertos impedimentos legales para los no católicos que no habían sido modificados ni en la reforma de 1949 (luego derogada) ni en la de 1957. 

De entre ellos debemos destacar el valioso aporte realizado por el Consejo para la Consolidación de la Democracia, que en el año 1986, bajo la dirección del Dr. Carlos S. Nino, llevó a cabo un profundo trabajo de análisis y propuesta de reforma sobre diversos aspectos vinculados con la arquitectura de nuestra Constitución. Uno de los puntos abordados fue el de la relación entre la Iglesia y el Estado, tarea que recayó sobre la Comisión Técnica Nº 4, que coordinaba el Dr. Guillermo Estévez Boero. La recomendación efectuada buscaba eliminar de la Constitución algunas referencias al catolicismo que resultaban anacrónicas o impracticables (por aplicación del acuerdo celebrado con la Santa Sede en 1966) y aspiraba a consagrar la separación de la Iglesia del Estado para lo cual incorporaba un artículo nuevo a nuestra Constitución, emulando el Art. 16º de la Constitución Española de 1978.

La reforma constitucional debió esperar hasta 1994 cuando, en un contexto político más favorable, se acordó un paquete de reformas que incluyó algunas de las sugeridas en 1986. Del capítulo religioso se suprimieron los artículos 67º inciso 15 (obligación de convertir a los indios al catolicismo), 67º inciso 19 (derecho del patronato), 67º inciso 20 (permiso para el ingreso de nuevas órdenes religiosas), 76º (pertenencia a la comunión católica, apostólica y romana, del presidente y vicepresidente), 86º inciso 8 (facultad del presidente de presentar una terna a la Santa Sede para la designación de obispos y administradores apostólicos), 86º inciso 9 (exequátur para las bulas, breves, decretos conciliares y demás documentos oficiales de la Santa Sede).


Por fuera de los preceptos constitucionales, se encuentra vigente la Ley Nº 21.745, de “Creación del Registro Nacional de Cultos”, del año 1978, que mereció varios intentos de modificación sin éxito hasta la fecha. Los últimos proyectos para sancionar una nueva ley de cultos se remontan al año 2000 con el texto elaborado por el Consejo Asesor de la Secretaría de Culto que fue presentado públicamente en abril de 2001. Ese anteproyecto fue entregado en consulta a Facultades de Derecho, Academias de Derecho, iglesias y confesiones religiosas. Fruto de esa consulta se recibieron diversas sugerencias de ajustes, que fueron sucesivamente considerados por el Consejo Asesor, armonizados entre sí e incorporados al texto en la medida en que tuvieron suficiente consenso. El Proyecto así elaborado estaba listo para ser elevado al Poder Ejecutivo, para ser remitido al Congreso, cuando se produjo la renuncia del Presidente de la Nación en diciembre de 2001.


En el corriente año 2006, la Secretaría de Culto de la Nación, ha hecho conocer una nueva versión, en principio final y definitiva, de su proyecto de ley “de organizaciones religiosas”, sustitutoria de la ley de facto 21.745, del que ya hubo versiones preliminares en el año 2005.

Ahora bien, la necesidad de la creación de un Registro Provincial de Cultos, surge con motivo que en la práctica existe un desbordante desorden en cuanto a la cantidad de cultos registrados hoy en el ámbito Nacional. La experiencia diaria de trabajo,  da cuenta que en algunos casos existen cultos no registrados que asisten a las oficinas públicas a efectuar requerimientos, invocando su carácter religioso,  resultando ardua y de excesiva carga procesal, la verificación epistolar que se debe hacer en cada caso.  Esto significa que se debe requerir a la Secretaría de Culto de la Nación en cada caso la certificación de la inscripción del culto, resultando harto engorroso, y poco expeditiva dicho movimiento burocrático.


A su vez, contar con un Registro Provincial de Culto, genera un reconocimiento explicito por parte del estado bonaerense a la libertad de culto que profesa el art. 7º y 8º de la Constitución de la Provincia.


Hoy este reconocimiento de magnitud constitucional, no encuentra soporte legislativo, por lo que resulta necesario el reconocimiento expreso de las entidades religiosas con asiento en la Provincia de Buenos Aires.-


Por cierto esta ley no viene a restringir la libertad que nos manda la Constitución en cuanto a la profesión del culto, sino por el contrario el registro será voluntario, siendo éste sí la base para la interrelación entre el Estado y las entidades religiosas, conforme lo normado en los artículos 7, 8 y 9 de nuestra Constitución Provincial. 

Somos concientes de la importancia que reviste la creación de un Registro Provincial de Cultos, para una mejor difusión, defensa, control y respeto de dichas entidades religiosas, es por ello que decidimos brindar nuestro respaldo institucional.

Por los motivos expuestos solicito a los Sres. Diputados que nos acompañen con la aprobación de la presente iniciativa.
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